En Buenos Aires, Capital de la República Argentina, a los 11 días del mes de agosto de dos mil quince, reunidos en Acuerdo los señores jueces de la Excma. Cámara Nacional de la Apelaciones en lo Civil, Sala "D", para conocer en los recursos interpuestos en los autos caratulados "P., N. A. c/ EDITORIAL AMFIN S.A. s/ daños y perjuicios", el Tribunal estableció la siguiente cuestión a resolver: 

¿Es ajustada a derecho la sentencia apelada? Practicado el sorteo resultó que la votación debía efectuarse en el siguiente orden: señores jueces de Cámara doctores Osvaldo Onofre Álvarez, Patricia Barbieri y Ana María Brilla de Serrat. 

A la cuestión propuesta el doctor Osvaldo Onofre Álvarez, dijo: 

Viene el expediente al Acuerdo para resolver el recurso de apelación interpuesto a fs. 287 contra la sentencia de fs. 273/280; y los deducidos a fs. 283, 285, 287 y 293 contra los honorarios regulados en la misma. 

I. Antecedentes a) N. A. P. promueve demanda por daños y perjuicios contra "Editorial Amfin S.A.", propietaria del diario "Ambito Financiero", reclamando estimativamente la suma de doscientos mil pesos ($ 200.000) como reparación del daño moral que dice haberle sido provocado por la conducta antijurídica desplegada por la accionada a partir de las publicaciones efectuadas en las ediciones de los días 23/09/05 y 14/10/05 del mencionado periódico. Formula un correlato de las noticias de referencia transcribiendo títulos y partes del texto de los artículos, sosteniendo que los falsos hechos publicados en los que se utilizan expresiones tales como "allanamiento ilegal", "medida arbitraria", y "decisiones consideradas anormales", afectan directa y muy gravemente su honor; a la vez que destaca que la mayor gravedad consiste en desprestigiar su buen nombre como funcionario público en el ejercicio legal de sus funciones. Acusa a la demandada de abusar de la libertad de prensa para mancillar su nombre.Señala que la utilización por parte del diario del término "allanamiento ilegal" para referirse a la diligencia realizada ante el Tribunal a cargo de la magistrada involucrada en las noticias de referencia, constituye la imputación de una conducta gravísima en relación con la correlación vulneración de lo dispuesto por el art. 17 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires; y que el periódico ha obrado con manifiesta mala fe al utilizar una "fuente parcial" -la propia jueza denunciante- para informarse respecto de la diligencia en cuestión. Agrega que la inculpación formulada por la aludida magistrada fue desestimada con fecha 4 de octubre de 2005; y que el diario, obrando de muy mala fe y con notoria despreocupación volvió a reproducir en su nota de fecha 14/10/05 los falsos hechos publicados el 22/09/05, no obstante haber podido acceder fácilmente a dicha resolución e informar objetivamente conforme a lo resuelto por la justicia. Finaliza diciendo que las manifestaciones falsas, injuriosas y desdorosas a su persona en el legal ejercicio de sus funciones, emitidas y luego reproducidas por el diario demandado y otros periódicos, afectan en lo más profundo tanto su reputación como su carrera judicial. 

Ofrece prueba y cita jurisprudencia fundando en derecho su acción. b) A fojas 48/58, mediante apoderado se presenta "Editorial Amfin S.A.", y contesta la demanda cuyo rechazo solicita; niega pormenorizadamente cada uno de los hechos, circunstancias e imputaciones expresados por la actora en el libelo introductorio de la instancia. Reconoce las publicaciones periodísticas de mención relacionadas con el reclamo moral impetrado por el actor, al amparo de información suministrada y recabada de la fuente que menciona. Destaca que los términos de la crónica periodística objetada de ningún modo resultan injuriosos o lesivos de los derechos del actor, toda vez que el diario se ha limitado a reproducir los dichos de la Sra.jueza denunciante.En relación con el fallo que desestimó la delación de esta última, aclaró que el mismo es de fecha posterior a la de la primera publicación; que además no tenía conocimiento de su emisión al no haber recibido notificación en tal sentido, ni tratarse de un fallo firme. Realza la veracidad y exactitud de la información brindada con expresa cita de su fuente; reivindicando contextualmente su derecho al ejercicio del derecho constitucional que ampara la libertad de prensa, en cuyo ámbito y en cumplimiento de la obligación emanada de su condición de órgano de prensa es que hubo difundido las notas impugnadas, siendo ello una muestra de la licitud de su accionar. Ofrece prueba, cita jurisprudencia, y funda su derecho. 

II. Fallo y agravios Con citas de doctrina y jurisprudencia abordó la Sra. magistrada de primera instancia la cuestión relativa a los derechos reconocidos por la Constitución Nacional, refiriéndose en particular al derecho al honor y la libertad de prensa, formulando apreciaciones acerca de sus espectivos límites y denotada jerarquía. Con tal introducción encaró al análisis de las publicaciones periodísticas cuyo contenido, alcance y difusión han motivado la promoción de la presente demanda.Destacó entonces que "Las expresiones tratadas hasta aquí muestran publicaciones que informan sobre actuaciones judiciales existentes, que narran que se trata de una denuncia derivada de diligencias que fueran encomendadas por el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires y que se llevaron a cabo junto a otros funcionarios de la Oficina de Control Judicial en el Tribunal de Menores n° 3 del Departamento Judicial de Morón a cargo de la Juez Clementina Cristina Landolfi". Remarcó también que ". los términos en que el diario expuso la información de interés público, no constituyen expresiones denigrantes, insultos ni importan locuciones que excedan el sentido crítico". Enfocando la cuestión desde la óptica de la doctrina de la real malicia, atendiendo a la referencia que en tal sentido hiciera el actor, entendió la juzgadora que ".en ese caso la reprochabilidad de la publicación exigía se tratara de noticias falsas, que el medio tuviera conocimiento de que lo eran o bien que haya revelado una notoria despreocupación por confirmar ese supuesto"; a la vez que recordó citando a la CSJN que ".cuando el damnificado es un funcionario público, recae sobre éste la demostración de la real malicia; esto es, del conocimiento que el medio tenía acerca de la falsedad de la información". Siguiendo el hilo argumental impuesto, la magistrada de grado destacó que "La consideración del contexto en que las expresiones se formularon lleva a concluir que no excedieron lo que puede reputarse como el ejercicio regular del derecho a informar en tanto no contienen elemento ofensivo alguno más allá de aquél legítimo margen de apreciación subjetiva. (.) No resulta de los textos publicados que contengan expresiones injuriantes o desprestigiantes que hayan excedido el margen de tolerancia a la consideración pública que debe aguardarse de cada funcionario. (.)De allí, por tratarse de ideas, conjeturas, opiniones no corresponde establecer un juicio de veracidad o falsedad, por lo que no cabe aplicar el estándar de responsabilidad basada en la falsedad.(.) la circunstancia de que la denuncia fuera desestimada no constituye -en todo caso- prueba sin más de que el diario conociera esa decisión. (.) incumbía a quién alegó que el demandado conocía tal información, acreditarlo; por lo que al no haberse demostrado tal extremo, no se configura el supuesto de atribución de responsabilidad". Corolario de tales disquisiciones fue el rechazo de la demanda, con expresa imposición de costas. La sentencia fue apelada por el actor quien expresó sus agravios a fs. 312/317, que fueron contestados por la demandada a fs. 320/323; encontrándose también apelados a fs. 283, 285, 287 y 293 los honorarios regulados a los profesionales intervinientes. Se agravia el accionante de la resolución de primera instancia porque considera que la a-quo ha efectuado una errónea y arbitraria valoración de los hechos y pruebas de la causa, para arribar al rechazo de la demanda por él promovida; concepto que extiende a la interpretación del derecho y la doctrina aplicables al caso. Solicita por ende la revocación del fallo en cuestión. Se agravia, además, por la imposición de las costas del proceso, cuya eximición requiere argumentando la existencia de razones debidamente motivadas para litigar. 

III. Solución Existe derecho a la libertad de información, el de informar y ser informado. Dichos institutos se encuentran garantizados, entre otras normas legales, por los arts. 14 y 32 de la Constitución Nacional y por el art. 13 de la Convención Americana de Derechos Humanos e incluye el derecho de dar y recibir información, especialmente sobre asuntos atinentes a la cosa pública o que tengan relevancia para el interés general.No obstante, los mentados derechos no son absolutos en cuanto a las responsabilidades que el legislador puede determinar a raíz de los abusos producidos mediante su ejercicio, pues si bien en el régimen republicano la soltura de expresión tiene un lugar eminente que obliga a particular cautela en cuanto se trata de deducir responsabilidades por su desenvolvimiento, ello no se traduce en el propósito de asegurar la impunidad de la prensa. (cfr. JA-1990-II-, pág. 36 a 40, María Elvira Contou-Carrere, en nota al fallo de la CNCiv., Sala G, del 20/3/89, in re: "De Ana, Hugo c/ Ocampo, Blanca y otros"; y sus citas). El carácter absoluto de la libertad de prensa está referido a la etapa previa a la publicación, señalando que en el caso "Campillay", citado en El Derecho, T. 118, pág. 305, sumario n° 39.422, quien difunde una información, no responde civilmente cuando propala la declaración atribuyendo directamente su contenido a la fuente pertinente, o utilice un verbo potencial, doctrina reiterada por el Alto Tribunal Superior de Justicia en la causa "Triaca Alberto c/ Diario La Razón s/ daños", del 26/10/19 93. La libertad de prensa, como dijera la C.S.J.N., en la causa "S.V. c/ M.D.A.", del 3/4/01, constituye una exención de la mayor importancia, que sin su debida protección solo existiría una democracia puramente nominal, empero las garantías constitucionales se desenvuelven dentro del marco dado por la finalidad para la que fueron instituidas. La responsabilidad por los daños ocasionados por medio de la prensa es de alcance subjetivo, no siendo dable presumir la culpa o dolo del autor del daño. Por el contrario, quien alega los factores de imputación debe demostrar su concurrencia, no cabe conjeturar ni el dolo ni la culpa y no existe responsabilidad objetiva del autor del daño. Como se acotara debe demostrarse la culpa o negligencia en que los demandados, con su obrar, pudieron haber incurrido.Si se señala la verdad, no se puede sancionar al emisor, la información sobre asuntos de relevancia pública, cuyo contenido sea atribuido a una fuente, no compromete la responsabilidad del medio. Así se sostiene que el artículo 14 de nuestra Constitución consagra el derecho de todos los habitantes de la Nación a publicar sus ideas por la prensa sin censura previa. Aunque se lo trata como un derecho individual, resulta ser una potestad con proyecciones colectivas, lo que se ve corroborado por el artículo 32 del mismo texto, que prohíbe restringir la libertad de expresión o establecer sobre ella la jurisdicción federal (Badeni, Gregorio, Tratado de Derecho Constitucional, Ed. La ley, T° I, pág. 650). La libertad de prensa es uno de los pilares fundamentales de todo sistema democrático, ya que es impensable un estado social de derecho en que la misma se encuentre conculcada. También deben considerarse aplicables, en la especie y entre otros, el artículo 13 de la Convención Americana de Derechos Humanos de Costa Rica, que establece la prerrogativa de toda persona a la libertad de opinión y de expresión, y lo mismo se infiere de análogos tratados internacionales, tales como la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, el Pacto internacional de Derechos Civiles y Políticos, todos ellos con jerarquía constitucional (Conf. art. 75, inc. 22 de la Constitución Nacional)". Las noticias relacionadas con el hecho, fuente del conflicto de marras, son las publicadas por el diario Ambito Financiero en las páginas 12-13, y 3, de sus ediciones de los días 23 de septiembre y 14 de octubre de 2005, respectivamente (cfr. fs. 6/8), cuyas partes pertinentes fueran reproducidas por la Sra.Juez a-quo en su sentencia. 

Analizadas en su contexto las crónicas en cuestión con la objetividad que el caso amerita, debe reconocerse que los hechos y circunstancias mencionados en las mencionadas notas se refieren a acontecimientos reales ocurridos en el marco de un procedimiento encomendado por el más alto Tribunal de la Provincia de Buenos Aires, de las que se desprende claramente que la fuente de esa investigación ha sido la propia denunciante, cuyos términos fueron expuestos de modo descriptivo por su redactor. Tampoco se advierte que los calificativos cuestionados configuren expresiones lesivas para el actor, pues como bien lo señalara la magistrada de primera instancia, se trata de vocablos que por definición hacen a la esencia de lo opinable encontrándose lejos del estándar de lo objetable. La doctrina de la real malicia aludida por el demandante, reflejada en los fallos de la CSJN en autos "Campillay" y "Costa" en punto a la justificación de la eximición de la responsabilidad civil o penal de los periodistas, pone a cargo de los querellantes o demandantes la prueba de la falsedad de la noticia y de su conocimiento por parte de quien brindó tal información, o de su actuación con temerario desinterés al brindar el reporte. En ese orden de cosas, se debe reconocer que en este particular caso la demandada ha publicado noticias ciertas y veraces de interés general para la sociedad, con individualización de su fuente de información; mientras que el accionante no ha logrado demostrar que aquella conociera la presunta falsedad de la información o bien que hubiese actuado con un temerario desinterés al brindar el reporte. No se advierte así razón alguna para su condena. En lo que respecta a las costas, las mismas habrán de ser impuestas en el orden causado, pues, atendiendo a las particularidades que presenta el caso, es razonable pensar que el actor pudo considerarse con derecho a promover la cuestión objeto de este pronunciamiento. 

Por todo lo expuesto, voto proponiendo:1) Desestimar los agravios del actor y confirmar la sentencia de grado.2) Se impongan las costas en el orden causado (art. 68 CPCC). 3) Se proceda a tratar las apelaciones de los honorarios de los profesionales intervinientes. 4) Se haga saber que ésta sentencia será enviada al Centro de Información Judicial a los fines de su publicación en los términos de la Ley 26.856, su dec. Reglamentario 894/13 y las acordadas de la CSJN 15/13 y 24/13. Así lo voto. 

Las señoras jueces de Cámara doctoras Patricia Barbieri y Ana María Brilla de Serrat, por análogas razones a las aducidas por el señor juez de Cámara doctor Osvaldo Onofre Álvarez, votaron en el mismo sentido a la cuestión propuesta. 

Con lo que terminó el acto. 

OSVALDO ONOFRE ÁLVAREZ. 

PATRICIA BARBIERI. 

ANA MARIA BRILLA DE SERRAT. 

Este Acuerdo obra en las páginas n° n° del Libro de Acuerdos de la Sala "D", de la Excma. Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil. 

Buenos Aires, 11 de agosto de 2015. 

Por lo que resulta de la votación que instruye el Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: 1) Desestimar los agravios del actor y confirmar la sentencia de grado; 2) imponer las costas en el orden causado. Conociendo los recursos de apelación interpuestos contra la regulación de honorarios de fs. 279 vta./280, teniendo en cuenta la naturaleza, importancia y extensión de los trabajos realizados en autos; las etapas cumplidas; el monto reclamado en la demanda, y lo dispuesto por los artículos 1, 6, 7, 9, 10, 37 y 38 del arancel y ley modificatoria 24.432, así como la proporción que deben guardar los honorarios de los peritos con los de los letrados y la incidencia de su labor en el resultado del pleito, se reducen los regulados al Dr. Guillermo Ernesto Sagués, letrado apoderado de la parte actora, a ($.); los del Dr. Gonzalo Mayo Nader, letrado apoderado de la demandada en la primera etapa, a ($.), y se elevan los correspondientes al Dr.Matías Hernán Elmo, quien intervino como patrocinante y apoderado de la misma parte en diversas actuaciones desde fs. 62, a ($.). Se confirma, por ser ajustada a derecho, la retribución del Dr. Diego María Lennon, letrado patrocinante de la demandada durante la primera etapa y apoderado suyo durante la segunda y tercera, y la de la mediadora Dra. Mariana Clelia Cerowski (conf. art. 1°, inc. g) del Anexo III del Decreto Nacional 1467/11). Se deja sin efecto el honorario asignado al Dr. Alejandro Figueras, por cuanto no se registra actuación suya en autos. Por la actuación en la alzada, se fija el estipendio del Dr. Guillermo Ernesto Sagués en ($.), y el correspondiente al Dr. Diego María Lennon, en ($.) (conf. art. 14 ley 21.839). 

Se deja constancia que la publicación de la presente sentencia se encuentra sometida a lo dispuesto por el art. 164, 2° párrafo del Código Procesal y art. 64 del Reglamento para la Justicia Nacional. Notifíquese por Secretaría y devuélvase. 

Osvaldo Onofre Álvarez 

Patricia Barbieri 

Ana María Brilla de Serrat

